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El presente trabajo académico se realizó bajo el método histórico, documental y comparativo, 
y aborda desde la visión de buen gobierno a la participación ciudadana efectiva. Para ello se 
comienza explicando que se entiende por participación ciudadana de forma general y luego 
que es participación ciudadana ambiental. Es ahí donde se hace una breve descripción del 
marco legal y los aspectos institucionales del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto 
Ambiental (SEIA), de cara a la implementación de los mecanismos de participación 
ciudadana durante los procesos de evaluación de impacto ambiental, dentro de los cuales se 
encuentran el enfoque multicultural y el enfoque de género; y luego se analizan de manera 
resumida dos casos emblemáticos, correspondientes a los proyectos mineros “Tía María” y 
“Las Bambas” por los aspectos socio ambientales que involucran. La finalidad del presente 
trabajo académico es hacer un recorrido en cuanto a la regulación nacional aplicable a la 
participación ciudadana ambiental y centrarla en el contexto político actual de auge de la 
inversión privada, sobretodo en cuanto a los proyectos mineros y como es que se ha llevado 
a cabo la actuación del Estado frente a ello, dado que el objetivo es verificar si los 
mecanismos que ha implementado para recuperar la falta de confianza por parte de la 
población de cara a los intereses del privado, están dando resultados. Finalmente, se concluye 
que aún persiste el gran reto de seguir trabajando en el fortalecimiento de los mecanismos de 
participación ciudadana en temas ambientales, pues el cumplimiento formal de las normas 
por sí solas no basta, siendo necesaria la implementación del concepto de buen gobierno 
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En los últimos años, se han ido incrementado los conflictos socio ambientales en nuestro 
país, los cuales representan un número significativo (66 % del total de conflictos a nivel 
nacional) según la Defensoría del Pueblo1. Una de las principales razones la falta de 
confianza por parte de la población durante los procesos de evaluación ambiental de los 
proyectos extractivos, a causa de la pérdida de credibilidad de las instituciones del Estado y 
la toma de decisiones frente a los intereses del privado.  
Nuestro principal objetivo es analizar los procedimientos de participación ciudadana en el 
ciclo de la elaboración y evaluación del estudio de impacto ambiental y como se relaciona 
con el buen gobierno, al ser un derecho fundamental que debe ser exigido. 
 
Con dicha finalidad, se desarrollará una breve descripción del marco legal y aspectos 
institucionales del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA), 
incluyendo la implementación de los mecanismos de participación ciudadana durante los 
procesos de evaluación de impacto ambiental. Seguidamente, se analizará dos casos 
emblemáticos, correspondientes a los proyectos mineros “Tía María” y “Las Bambas”, dado 
los aspectos socioambientales que involucran.  
 
En cada caso analizado se dará a conocer el desarrollo del procedimiento de la participación 
ciudadana, y el contexto político y social que han caracterizado al proyecto, ya que en ambos 
se han visibilizado las debilidades del gobierno en cuanto al manejo de conflictos sociales de 
gran envergadura y las deficiencias en cuanto a la aplicación de los mecanismos de 
participación ciudadana. 
 
1. Participación Ciudadana:  
Como señala Pérez, las manifestaciones de la participación ciudadanía son muy altas, en las 
sociedades que tratan de consolidar un régimen democrático, este fenómeno ocurre 
simultáneamente en diversos espacios, con culturas muy diversas, pero todas con un objetivo 
central, la de dar solución a problemas de interés social. “En las sociedades modernas la 
participación no se limita sólo a procesos electorales –participación política- , sino representa 
también una forma de participar, controlar y moderar el poder otorgado a los representantes 
políticos a través de formatos y mecanismos de participación ciudadana, que fortalezcan y 
nutran la vida democrática de la sociedad” (Pérez, 1999).  
Al respecto, el Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH 1997b: 13) señala lo 
siguiente: 
 
La participación ciudadana va más allá del ejercicio de los derechos civiles y 
políticos. Es más abarcadora que la participación política, porque significa 
involucrarse de manera activa y consciente en la eliminación de los obstáculos a la 
igualdad, en la tarea de garantizar la plena vigencia y protección de los derechos 
                                                          
1           Véase el Reporte de Conflictos Sociales Nº 137 de la Adjuntía para la Prevención de Conflictos Sociales 
y la Gobernabilidad de la Defensoría del Pueblo. 
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humanos y la vida en democracia, así como en la construcción de una igualdad real 
para todas las personas que integran la sociedad. 
 
Al respecto, señala Danós, que esta no es una figura nueva ni propia del Derecho Ambiental 
(2006:121). A continuación se muestra una categorización que nos ayuda entenderla en 
diversos ámbitos: 
 
 Participación orgánica: Es Autoadministración” o “Administración corporativa”. Los 
integrantes no son solo colaboradores externos, sino que conforman la organización 
misma. Algunos ejemplos son los colegios profesionales y las juntas de usuarios de 
riego de la Autoridad Nacional del Agua - ANA.  
 Participación Funcional: El ciudadano actúa funciones administrativas como 
colaborador desde fuera de la organización administrativa, sin perder su condición 
privada y sin incorporarse a un órgano administrativo. Algunos ejemplos son los 
trámites de consultas y de acceso a la información pública, los proyectos normativos 
antes de su publicación y la audiencia pública en el procedimiento de evaluación del 
impacto ambiental.  
 Participación cooperativa: El particular no se incorpora a la estructura de la 
Administración, no ejerce funciones públicas, solo realiza actividades de estricto 
carácter privado y colaboraciones voluntarias con las actividades que la 
Administración promoviendo la tutela de los intereses públicos. Algunos ejemplos 
son las Organizaciones no gubernamentales (ONG), los talleres y las mesas de 
dialogo llevadas a cabo por PROINVERSIÓN. 
En cuanto a la audiencia pública designada para EIAsd, esta constituye uno de los 
mecanismos de participación ciudadana obligatorios en el rubro minero y entra en la 
categoría de “participación funcional” de acuerdo a lo señalado anteriormente; dado que la 
población que se reúne para ser informada sobre un determinado proyecto y su viabilidad, si 
bien es cierto ejerce funciones administrativas, no se incorpora a la Administración como tal.  




En cuanto a los procedimientos para la aplicabilidad de la participación en el tema ambiental, 
vemos que han evolucionado conjuntamente con el contexto político social, tal y como se 
puede verificar de los sucesivos reglamentos de participación ciudadana dados por el 
Ministerio de Energía y Minas desde 1996, 2000, 2002 hasta la última reglamentación en el 
2008. Esta evolución en la normatividad ha implicado: 
 La ampliación de mecanismos de difusión de información de parte de la empresa y el 
Estado. En la actualidad ello es una obligatoriedad que atañe a todo el proceso minero, 
desde la exploración hasta el cierre de minas, y no solo a los procesos de evaluación 
de los Estudios de Impacto Ambiental (D.S. Nº 028-008-EM). 
 El reconocimiento de la necesidad de recabar la opinión de la población (D.S. Nº 028-
008-EM) y no solo de informarla. Actualmente, la regulación del sector minero 
reconoce la figura de la consulta –aun cuando no la aplique a través de un referéndum. 
 El reconocimiento de la necesidad de convencer a la población a través de beneficios 
concretos. De este modo, anteriormente el aporte que las empresas podían dar a las 
localidades se ubicaba completamente en la esfera voluntaria. Actualmente, aun 
cuando no existe una obligatoriedad rígida en este tema, la normatividad regula 
algunos avances, como el Programa Minero de Solidaridad con el Pueblo. 
 
Entonces si no hay una adecuada participación ciudadana, se puede generar un conflicto 
















partir de la defensa del ciudadano que ejerce cuando siente que se han vulnerado sus 
derechos, no es una mera traba hacia la inversión privada, sino que es un indicativo de que 
las instituciones establecidas en el actual Estado de Derecho – como lo conocemos- no están 
funcionando de manera adecuada, porque hay grupos poblacionales que se sienten afectados 
y debe reforzarse la participación ciudadana. 
 
Sobre el conflicto, el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) señala: 
 
“el conflicto siempre está presente, de manera latente o manifiesta, como 
expresión del propio dinamismo y diversidad social” (Calderón 2012: 21). Así 
el conflicto social es inherente a la vida en sociedad y constituye una de sus 
manifestaciones (Wiener 2017:19).  Por ello “el conflicto debe verse como una 
parte natural de la vida en sociedad, en regímenes democráticos la conflictividad 
social es parte de una dinámica pluralista y consecuencia lógica de un ejercicio 
de libertades, de capacidades de acción colectiva y de participación en el espacio 
público” (Tanaka 2013: 2).   
 
SI se quieren dato objetivos, deberán observar las cifras que manejan la Defensoría del 
Pueblo y la Presidencia del Consejo de Ministros - PCM. El rango en el que se encuentra el 
monitoreo de conflictos de la PCM solo está enmarcado dentro de las competencias del Poder 
Ejecutivo, a diferencia de los conflictos registrados por la Defensoría, los cuales abarcan a 
los diferentes niveles del gobierno. Asimismo, vemos que los conflictos son tomados en 
cuenta recién por la PCM cuando estallan, es decir cuando hay síntomas de violencia, a 
diferencia de la Defensoría del Pueblo, lo cual tergiversa las diferentes etapas del conflicto, 
haciendo que no se permitan identificar en su fase inicial para de esta forma prevenir que 
estallen.  
Por su parte, la Defensoría del Pueblo indica que el Estado debe “(…) ir más allá de las causas 
inmediatas y de los acuerdos logrados en una negociación para proponer medidas tendientes 
a cambiar aquella normatividad defectuosa que, lejos de contribuir al manejo de una 
situación, la complica; o incidir en las políticas públicas de modo que las grandes decisiones 
del Estado consideren aspectos relativos a los derechos fundamentales” (Defensoría del 
Pueblo 2007: 17). Es decir que no solo se debe propiciar el diálogo y generar mesas de 
negociación entre los grupos enfrentados, sino que debe asegurar que los acuerdos adoptados 
realmente sean implementados y no queden en la mesa, es decir se debe buscar una 
participación efectiva y permanente. 
 
Entonces, al constituir un proyecto ingresos importantes para el país, se identifican los 
siguientes asuntos claves como parte de la expectativa de la población:  
 
- Acceso al sistema de empleo rotativo en la empresa;  
- Contratación de empresas comunales como proveedores locales;  
- Provisión de servicios sociales (postas médicas, aulas, agua, luz, canales riego, 
etcétera); 
- Control y uso de recursos hídricos (cantidad);  
- Contaminación del medio ambiente (aire, agua, suelo, flora y fauna);  
- Afectación de la salud de la población local (plomo en la sangre);  
- Acceso a la tierra para trabajos de exploración y explotación minera;  
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- Percepción de maltrato, falta de comunicación e incumplimiento de compromisos; 
- Demandas locales y regionales en torno a las posibilidades de desarrollo social y 
económico; y, 
- Gestión de fideicomisos, fondos sociales y fondos del canon” (Bedoya 2014: 44). 
 
Los conflictos sociales surgen entonces debido a la búsqueda de beneficios compartidos y 
siempre van a estar presentes; por lo tanto se debe llegar a acuerdos positivos para todos, con 
lo cual se evitara que estos reclamos por grupos no favorecidos degeneren en actos violentos. 
Además de ello, el rol preventivo de la participación ciudadana cobra vital importancia, lo 
cual va significar que se refuerce el marco normativo conjuntamente con las políticas 
orientadoras a ello y que sean fácilmente aplicables en la práctica. Más adelante pasaremos 
a analizar si ello se viene implementando y cuales han sido las deficiencias encontradas.  
 
2. Legislación Aplicable:  
En nuestro ordenamiento jurídico la participación ciudadana en el rubro ambiental es exigible 
desde el 1992, dado que se desprende del Principio 10 de la Declaración de principios de la 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río 
de Janeiro; sin embargo recién se hizo efectiva a través de la Ley Nº 28611 Ley General del 
Ambiente, en el Título preliminar Art. II, III, XI y Capítulo 4; Ley N° 26821. 
 
Luego le siguieron otras normas que reforzaron su obligatoriedad, tales como; la Ley 
Orgánica para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, en el Art. 5º; Decreto 
Legislativo Nº 757, Ley Marco para el Crecimiento de la Inversión Privada, Art. 48; Ley Nº 
28245, Ley Marco del Sistema Nacional de Gestión Ambiental, que armoniza las políticas 
sectoriales que coordina con la Política Nacional del Ambiente, Art. 5 literal g); y, el Decreto 
Supremo N° 002-2009-MINAM, Reglamento sobre Transparencia, Acceso a la Información 
Pública Ambiental y Participación y Consulta Ciudadana en Asuntos Ambientales.  
 
Para que un proyecto extractivo se lleve a cabo debe obtener previamente una certificación 
ambiental expedida por la autoridad competente, dentro de la cual se incluye el Plan de 
Participación Ciudadana, así lo señala el Sistema de Evaluación del Impacto Ambiental 
(SEIA) creado mediante Ley N° 27446 y su reglamento aprobado mediante D.S. N° 019-
2009-MINAM. Ello en función del principio de prevención ambiental regulado en la Ley 
General del Ambiente, Ley N° 28611, mediante el cual se busca medir y gestionar los 
posibles impactos en el medio ambiente de una determinada actividad y ver si esta resulta 
viable. 
 
El procedimiento de evaluación de impacto ambiental que sigue el privado se inicia a pedido 
de parte con la presentación del estudio ambiental debidamente categorizado, elaborado por 
una consultora ambiental registrada y habilitada en el sector competente. 
 
En cuanto a su categorización, la Ley del SEIA señala que el tipo de certificación ambiental 
de los proyectos de inversión públicos, privados y de capital mixto dependerá del riesgo 




 Categoría I.- Declaración de impacto ambiental (DIA). Está definido para aquellos 
proyectos cuya ejecución no origina impactos ambientales negativos de carácter 
significativo.  
 Categoría II.- Estudio de impacto ambiental semidetallado (EIA-sd). Está regulado para 
aquellos los proyectos cuya ejecución puede originar impactos ambientales moderados 
y cuyos efectos negativos pueden ser eliminados o minimizados mediante la adopción 
de medidas fácilmente aplicables.  
 Categoría III.- Estudio de impacto ambiental detallado (EIA-d). Está destinado a 
aquellos proyectos cuyas características, envergadura y/o localización, hace que puedan 
originar impactos ambientales negativos significativos (en un sentido cuantitativo o 
cualitativo), requiriendo un análisis profundo para revisar sus impactos y proponer la 
estrategia de manejo ambiental correspondiente. 
 
Sobre este punto, si bien es cierto las actividades extractivas se encuentran contempladas 
dentro del marco del SEIA, cada sector económico ha dictado su propia normativa en materia 
de certificación ambiental y participación ciudadana, atendiendo a sus características propias 
y nivel de especialización.   
 
En cuanto a la participación ciudadana en el proceso de evaluación del impacto ambiental, 
esta se  ha dado de manera progresiva. Para un mayor detalle, se muestra una línea de tiempo 
con las principales normas emitidas en el rubro minero: 
 
 
- Decreto Supremo No. 016-93-EM: No hace referencia a mecanismos de participación 
ciudadana. 
- Resolución Ministerial No. 335-96-EM/SG: Solo establecía la obligación de realizar 
una audiencia pública durante el proceso de revisión y aprobación del EIA.  
- Resolución Ministerial No. 728-99-EM-VMM: Amplió el plazo de convocatoria de las 
audiencias públicas (12 a 20 días), incluyendo un plazo para la presentación de 
opiniones de la población (15 días).  
- Resolución Ministerial No. 596-2002-EM-DM: Posibilita realizar más de una 
audiencia pública y amplia los plazos de convocatoria (de 20 a 40 días) y para la 
presentación de opiniones de la población (30 días). 
- Decreto Supremo No. 028-2008-EM y Resolución Ministerial No. 304-2008-MEM-
DM. 
 
Fuente: Elaboración propia. 
 
Actualmente, se aplica el Reglamento de Participación Ciudadana en el Subsector Minero” 
(D.S. N° 028-2008-EM) y las “Normas que regulan el Proceso de Participación Ciudadana 
en el Subsector Minero”, aprobadas mediante Resolución Ministerial N° 304-2008-MEM-
DM.  Dichas normas regulan las actividades, plazos y criterios específicos para el desarrollo 
de los procesos de participación ciudadana en cada una de las etapas de la actividad minera.  
 
Dentro del procedimiento de evaluación de impacto ambiental, la aplicación de los 
mecanismos de participación ciudadana, además de las audiencias públicas, resulta esencial. 
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Dichos mecanismos de participación se dan antes y durante la evaluación el proyecto, y 
después de la aprobación del estudio ambiental. Entre ellos se encuentran 13 mecanismos de 
participación ciudadana, algunos de los cuales son obligatorios, otros son optativos y otros 
cuya ejecución no depende directamente de las empresas mineras.  
 
Algunos de los mecanismos de participación ciudadana más utilizados en este rubro son; la 
publicación de avisos; distribución de resúmenes ejecutivos y acceso público al texto 
completo del estudio ambiental; buzones de observaciones y sugerencias; oficinas de 
información; visitas guiadas; talleres informativos; audiencias públicas; encuestas o 
entrevistas, distribución de materiales informativos, entre otros. La implementación de 
dichos mecanismos se sujetará a los plazos y formas previstas en la normativa ambiental. A 
continuación, adjuntamos un flujograma que ejemplifica en qué momento se da la 
participación ciudadana en el proceso de evaluación del impacto ambiental:  
 
Fuente: Arelí Valencia. Cuaderno de Investigación No. 8 de la Escuela de Gobierno y 
Políticas Públicas, 2018, pg. 25.  
Adicionalmente se tiene la Ley N° 29785, Ley del derecho a la consulta previa a los pueblos 
indígenas u originarios, reconocido en el Convenio 169 de la OIT. Es preciso aclarar que 
participación ciudadana no es lo mismo que consulta previa, dado que son de naturaleza 
distinta y se aplican a casos distintos. 
En ese sentido, los procesos de evaluación de impacto ambiental incluyen la realización de 
diversos procedimientos de participación ciudadana, los cuales deben ser dinámicos, 
flexibles e inclusivos y orientados al intercambio de información entre el Estado, la empresa 
y la población respecto de la ejecución de los proyectos de inversión. De esta manera se busca 
poner a disposición de la población involucrada información oportuna y adecuada sobre el 
alcance del  proyecto otorgado por el Estado así como las etapas del proyecto, las 
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obligaciones ambientales, los derechos y deberes de las poblaciones, la normativa que regula 
actividad, entre otros aspectos. Además, se busca conocer y canalizar los comentarios o 
aportes respecto de los proyectos de inversión para la toma de decisiones en los procesos de 
evaluación ambiental, así como promover el diálogo y la construcción de consensos entre las 
partes interesadas; todo ello a fin de contribuir en el diseño y desarrollo sostenible de los 
proyectos de inversión2.  
Cabe señalar que la participación ciudadana en materia ambiental no solo está presente en la 
evaluación del impacto ambiental, sino que también los podemos encontrar en el proceso de 
elaboración de normas, en las denuncias ambientales, en los monitoreos participativos que 
realiza el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental – OEFA. 
 
3. Análisis de Casos: 
 
3.1.Proyecto Minero “Las Bambas” 
En el caso de “Las Bambas” la empresa (Xstrata) debía obtener un EIA detallado, el mismo 
que fue aprobado por el Ministerio de Energía y Minas – MEM3, ello de acuerdo al en marzo 
de 2011 mediante Resolución Directoral (RD) 073-2011-MEM/AAM. En dicho Estudio se 
definió que el proyecto tendría 3 áreas: 
 
1) Área Las Bambas (Apurímac), constituida por la mina, los botaderos, la planta 
concentradora y los componentes auxiliares (laboratorios, áreas de 
almacenamiento, talleres, caminos internos, campamentos, oficinas, entre otros). 
 
2) Área del mineroducto (206 km de longitud) que partía de la planta concentradora, 
atravesaba la provincia de Cotabambas (Apurímac), Chumbivilcas y Espinar 
(Cusco), y teniendo como destino final las plantas de molibdeno y filtros ubicadas 
en la mina Tintaya (Espinar, Cusco). El mineroducto debía transportar los 
concentrados de cobre y molibdeno extraídos en la mina. 
 
3) Área de la mina Tintaya/Antapaccay de propiedad también de Xstrata, a la cual 
llegaba el mineroducto para el procesamiento de los concentrados de cobre y 
molibdeno (Wiener 2017: 85). 
 
                                                          
2     Es preciso indicar que actualmente SENACE cuenta con una “Herramienta de Gestión Social para la 
Certificación Ambiental”, la misma que constituye una guía contiene de acciones y protocolos que 
orienta a los representantes del SENACE durante sus labores en campo, a los titulares de proyectos de 
inversión respecto de su relacionamiento con las poblaciones y a los actores de la sociedad civil. Con ello 
se busca recuperar la confianza de la población en los estudios ambientales, generando procesos más 
predecibles, dinámicos y eficientes. 
3         Recién en diciembre de 2012 se creó el Servicio Nacional de Certificación Ambiental – SENACE (Ley 
29968), como entidad adscrita al sector ambiente, el que viene asumiendo las funciones del MEM en 
la aprobación de los EIA para los proyectos extractivos.  
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Sin embargo, durante el proceso de evaluación del impacto ambiental, se detectaron las 
siguientes deficiencias4:   
Compromisos generales e 
incumplidos 
Proyecto de exploración en concurso público en el 
cual se incluía un fideicomiso destinado al 
financiamiento de proyectos y un anexo K referido a 
17 compromisos sociales a cargo de la empresa y el 
Estado  
No se informó de las nuevas 
reglas de juego  
Xstrata es reemplazada por MMG (Minerals and 
Metals Group), con lo cual la empresa cambia su 
política de relaciones comunitarias.   
No se hizo la consulta previa a las actividades iniciales 
que iba a presentar la empresa. 
Malos métodos de 
negociación  
Habían comunidades que reclamaban estar dentro de 
la zona de influencia directa o renegociaban el precio 
de la compensación en función a lo que tenían sus 
vecinos  
No se lleva a cabo el plan de 
participación ciudadana de 
manera adecuada 
No se fiscaliza la forma como se lleva a cabo el plan 
de participación ciudadana ni se cumplen los 
compromisos asumidos.  
Poca presencia de funcionarios del Estado en las 
primeras negociaciones que tuvieron las comunidades 
cercanas al proyecto minero. 
Incumplimiento de la 
certificación ambiental  
Contaminación por material particulado debido a la 
presencia de camiones para el transporte de mineral  
(no previsto en el EIA) 
Ineficiencia de las 
autoridades locales y falta de 
cooperación con las 
instancias nacionales  
Mala administración del canon y actos de corrupción 
que deslegitiman al Estado  
Reasentamiento ineficaz Fuerabamba no fue bien recibido por pobladores 
apegados a sus usos y costumbres. El sitio destinado 
para pastoreo se encuentra lejos. 
Una mala renegociación de las tierras comunales de la 
zona de influencia en Cotabambas, Grau y en las 
comunidades que están dentro de la línea de 
transmisión eléctrica en ambas provincias; y dentro de 
la vía de transporte de carga pesada de los distritos de 
Challhuahuacho, Mara y Ccapacmarca.  
Fuente: Elaboración propia 
 
                                                          
4           Extraído de la Tesis “Problemas de la gobernanza en una actividad extractiva: El caso “Las Bambas”. 
Tesis para optar el grado de Magister en Ciencia Política y Gobierno.  
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3.2.Proyecto Minero “Tía María” 
Tía María es un proyecto minero de explotación y procesamiento de cobre10, ubicado en el 
distrito de Cocachacra, Mejía y Deán Valdivia, provincia de Islay, región de Arequipa. Este 
proyecto comprende la explotación de dos yacimientos “La Tapada” y “Tía María” que serán 
explotados en tres etapas: en la primera se explotará el primer yacimiento, en la segunda se 
explotarán ambos yacimientos, y en la tercera etapa sólo el segundo yacimiento. 
 
El primer EIA del proyecto fue presentado por la empresa Southern Perú Copper Corporation 
ante la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros (DGAAM) en julio de 2009; no 
obstante, debido a la falta de absolución de las observaciones al EIA, identificadas por 
autoridades nacionales e internacionales, y de un proceso de participación ciudadana poco 
eficiente no culminó el proceso de evaluación de impacto ambiental.  
 
La actividad consiste en una explotación a tajo abierto y beneficio, donde se realizaría una 
explotación de 120 mil toneladas de cobre al año de dos yacimientos; el titular es la empresa 
minera Southern Perú Copper Corporation; el proyecto tiene un estimado de inversión de 




Valle del Tambo como 
proveedor de productos 
agrícolas  
La población reclamaba que el agua del río Tambo iba 
escasear y no podrían cultivar sus productos. 
Asimismo, señalaban que podría haber contaminación 
del aire y esto afectaría los cultivos. 
Comisión de actos violentos  Respecto del primer PPC del primer EIA del proyecto, 
se solicitó la realización de una audiencia pública, sin 
embargo la misma fue suspendida debido a los actos 
violentos producidos. 
No se entendía el significado 
de una audiencia pública  
Se consideraba que la audiencia pública implicaba la 
“aprobación social” al proyecto y, por tanto, la 
aprobación del proyecto. 
Evaluación de la UNOPS  Como resultado de la evaluación del EIA se identificó 
328 observaciones y recomendaciones. Básicamente 
lo que se señala es que la descripción del proyecto 
carece de nivel de definición, por lo que se declara 
inadmisible el EIA. 
Malos antecedentes  La gestión previa de Southern había dejado huellas de 
contaminación ambiental, lo que generaba 
desconfianza en la población.  
Contexto de gestión del 
conflicto 
El gobierno de ese entonces (Ollanta Humala) dejó en 
manos del privado la decisión de continuar con el 
proyecto. La empresa decide paralizar el proyecto por 
60 días. Los medios de comunicación aprovecharon y  
difundieron lo que ocurría en ese entonces.  
Fuente: Elaboración propia 
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Como hemos podido observar en ambos casos se han identificados problemas al momento 
de implementarse la participación ciudadana. 
4. Responsabilidad del Estado: 
La participación ciudadana en la actuación de la administración pública es un derecho 
fundamental y por lo tanto debe ser exigido. Si el Estado no garantiza su correcto ejercicio 
puede incurrir en responsabilidad, tal y como lo han demostrado casos como el Caso Pueblo 
Indígena De Sarayaku, Resolución del 17 de Junio o el de la Comunidad Mayagna (Sumo) 
Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2001. 
 
Por ello en la evaluación del impacto ambiental, el titular del proyecto de inversión tiene la 
obligación de presentar el plan de participación ciudadana (PPC), que será aprobado por la 
autoridad competente, en el que se establecerán los mecanismos de participación ciudadana 
que se aplicarán durante el proceso de evaluación ambiental, tomando en cuenta el área de 
influencia del proyecto y las características de las poblaciones, las particularidades del 
proyecto, entre otros aspectos (Calle y Ryan 2016: 178). Dicha obligación debe ser 
fiscalizada por el Estado.  
 
La participación ciudadana se funda en la democracia, por lo tanto constituye un derecho 
humano. En ese sentido, cabe tener presente que, conforme lo ha señalado reiteradamente el 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas, los derechos 
humanos imponen tres tipos o niveles de obligaciones a los Estados: respetar, proteger y 
cumplir.  
 
La obligación de respetar requiere que el Estado se abstenga de interferir en el disfrute del 
derecho, ya sea directa o indirectamente; mientras que la obligación de proteger demanda 
que el Estado adopte medidas para evitar que terceros obstaculicen dicho disfrute. Por su 
parte, la obligación de cumplir requiere que el Estado adopte medidas legislativas, 
administrativas, judiciales, presupuestales y otras que busquen la completa realización de los 
derechos (ONU 2000)5. 
 




Clasificación de los Derechos Humanos 
 
 
Según su titular 
Derechos individuales 
Derechos colectivos 
 Derecho civiles y políticos 
                                                          
5 Organización de Naciones Unidas (2000). El derecho al disfrute del más alto nivel de salud (artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales. Observación General No. 14en (en línea).  
6 Extraído del Manual del Curso de Participación Ciudadana. PSE 2018.  
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Según su naturaleza Derechos económicos, sociales y 
culturales 
Derechos de solidaridad o derechos de 
los pueblos 
 
Fuente: IIDH 1997. 
 
Entre sus principales características se encuentran que son; universales, indivisibles, 
interdependientes, interrelacionados e inalienables. 
 
A nivel regional, tenemos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, que es la que 
se encarga de monitorear y reportar la situación de los derechos humanos en todos los Estados 
miembros de la OEA,  y es el primer órgano que acoge el procedimiento de peticiones 
individuales (denuncias); y a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el mismo que 
se constituye como un tribunal internacional para examinar las denuncias de violaciones de 
los derechos humanos ocurridas en los Estados americanos que reconozcan su competencia. 
 
Asimismo, en la Declaración de Santa Cruz de la Sierra adoptada en la  XIII Cumbre 
Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno. Dicho documento respalda en su numeral 
11, la Carta Iberoamericana de la Función Pública expresando el empeño de fortalecer 
institucionalmente al Estado, lograr administraciones públicas más eficaces y transparentes 
y promover instrumentos necesarios para una mayor participación de la sociedad civil en el 
proceso de toma de decisiones.  
 
Por otro lado, de acuerdo con el Código Iberoamericano de Buen Gobierno, se entiende como 
buen gobierno “aquel que busca y promueve el interés general, la participación ciudadana, 
la equidad, la inclusión social y la lucha contra la pobreza, respetando todos los derechos 
humanos, los valores y procedimientos de la democracia y el Estado de Derecho”.  
 
Como vemos la participación ciudadana se relaciona de manera intrínseca al buen gobierno, 
de acuerdos a la doctrina internacional. A nivel nacional, lo relacionamos con el principio de 
gobernanza ambiental, el cual menciona lo siguiente:  
 
Ley General del Ambiente, Ley N° 28611: 
“Artículo XI.- Del principio de gobernanza ambiental 
El diseño y aplicación de las políticas públicas ambientales se rigen por el principio 
de gobernanza ambiental, que conduce a la armonización de las políticas, 
instituciones, normas, procedimientos, herramientas e información de manera tal que 
sea posible la participación efectiva e integrada de los actores públicos y privados, en 
la toma de decisiones, manejo de conflictos y construcción de consensos, sobre la 





De la norma se infiere cual es la necesidad de implementar una participación ciudadana 
efectiva, lo cual no solo basta con crear normas para su implementación, sino que durante el 
proceso se creen mecanismos para asegurar que esta se de forma inclusiva. Para ello se deberá 
capacitar al personal a cargo y llevar a cabo una supervisión directa de cómo se lleva a cabo 
dicho proceso. 
 
Esta situación permitirá que sectores de la sociedad civil tradicionalmente excluidos de los 
centros de toma de decisiones (como las mujeres, los pueblos indígenas, adultos mayores, 
afro descendientes, etc.) sean tomados en cuenta, de tal forma que las instituciones del 
Gobierno garanticen la plena vigencia y protección de los derechos humanos.  
 
Es interesante como instituciones como SENACE busca mecanismos de hacer efectiva la 
participación ciudadana y es que recientemente aprobó la “Guía de Participación Ciudadana 
con Enfoque Intercultural para la Certificación Ambiental”, la misma que se suma la lista 
de normas y directivas ambientales que regulan la participación ciudadana en el tema 
ambiental, con lo cual se demuestra que existe voluntad política para mejorar este ámbito; 
sin embargo no basta con regular la obligación sino que se debe fiscalizar su cumplimiento, 
para así garantizar una participación efectiva. 
Entonces vemos que si existe la obligación del Estado de asegurar la participación ciudadana 
a través de diversos mecanismos, tal y como lo menciona el Tribunal Constitucional Peruano 
en la Sentencia recaída en el Exp. 964-2002-AA/TC: 
 
10. (…) El Tribunal considera que, por la propia naturaleza del derecho, dentro de las 
tareas de prestación que el Estado está llamado a desarrollar, especial relevancia tiene 
la tarea de prevención y, desde luego, la realización de acciones destinadas a ese fin. 
Y es que, si el Estado no puede garantizar a los seres humanos que su existencia se 
desarrolle en un medio ambiente sano, estos sí pueden exigir del Estado que adopte 
todas las medidas necesarias de prevención que lo hagan posible. En ese sentido, este 
Tribunal estima que la protección del medio ambiente sano y adecuado no solo es una 
cuestión de reparación frente a daños ocasionados, sino, y de manera especialmente 
relevante, de prevención de que ellos sucedan. Página 19 de 186 Se aprecia entonces 
que el Tribunal Constitucional, a efectos de materializar el derecho al ambiente, 
considera necesarias la toma de acciones preventivas de protección al ambiente como 
primera actuación y las acciones de reparación, subsanación o las destinadas a 
corregir la conducta lesiva relevantes, pero en una segunda instancia cuando las 
acciones preventivas no resulten suficientes para proteger el medio ambiente. 
 
Se aprecia entonces que el Tribunal Constitucional, a efectos de materializar el derecho al 
ambiente, considera necesarias la toma de acciones preventivas de protección al ambiente 
como primera actuación y las acciones de reparación, subsanación o las destinadas a corregir 
la conducta lesiva relevantes, pero en una segunda instancia cuando las acciones preventivas 





5. Conclusiones:  
De acuerdo a los casos analizados vemos como aún persiste el gran reto de seguir trabajando 
en el fortalecimiento de los mecanismos de participación ciudadana en temas ambientales, 
pues el cumplimiento formal de las normas por sí solas no basta, sino que resulta necesario 
que en cada caso se defina una metodología o estrategia que garantice su adecuado 
cumplimiento.  
 
Asimismo, un EIA de calidad y que se dé durante un proceso transparente, demostrará la real 
dimensión de los impactos ambientales de los proyectos de inversión y las estrategias de 
mitigación, corrección y reducción de riesgos, garantizando de esta forma que la información 
recibida por la población durante los procesos de participación genere un clima de  mayor 
confianza, evitando con ello futuros conflictos socioambientales. 
 
Finalmente, dado que el EIA constituye un expediente altamente técnico, el Estado debe 
explorar formas a través de las cuales se brinde asistencia técnica a las poblaciones ubicadas 
en el área de influencia de los proyectos de inversión que facilite la comprensión de los EIA 
y no ocurran casos como el de Tía María en el que no se sabía cuál era la finalidad de una 
audiencia pública, con lo cual el proceso resultado de la misma era ineficiente.  
 
En ese sentido, la actuación del Estado es primordial a fin de definir mecanismos 
informativos eficaces durante los procedimientos de participación ciudadana, a través de los 
cuales se enfatice las funciones de las autoridades competentes durante los procesos de 
evaluación ambiental y responsabilidades que ello involucra. Además el Estado debe 
garantizar que los acuerdos adoptados se cumplan. 
 
Entre los beneficios de la participación ciudadana están: la contribución a la equidad 
asegurando la presencia de los más desfavorecidos, prevención de la corrupción, pero 
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